
QUE ADICIONA LOS ARTÍCULOS 323 BIS Y 406 BIS AL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS 
CIVILES, A CARGO DEL DIPUTADO RUBÉN CAYETANO GARCÍA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE 
MORENA 

Rubén Cayetano García, integrante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXIV 
Legislatura de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, en ejercicio de la 
facultad conferida en la fracción II del artículo 71 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; y con fundamento en los artículos 6, numeral 1, fracción 
I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, pone a consideración de esta 
soberanía iniciativa con proyecto de decreto que adiciona los artículos 323 Bis y 406 
Bis al Código Federal de Procedimientos Civiles, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

I. Derechos y obligaciones de los ciudadanos 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece derechos y 
obligaciones para los ciudadanos y habitantes de la república. Entre otros, están el 
derecho al acceso a la jurisdicción y la obligación de contribuir a los gastos del 
Estado. 

A) Derecho a la jurisdicción efectiva 

El derecho a la tutela jurisdiccional efectiva es aquél por el cual toda persona, como 
integrante de una sociedad, puede acceder a los órganos jurisdiccionales para el 
ejercicio o defensa de sus derechos o intereses, con sujeción a que sea atendida a 
través de un proceso que le ofrezca las garantías mínimas para su efectiva 
realización. El calificativo de efectiva que se da le añade una connotación de realidad 
a la tutela jurisdiccional, llenándola de contenido.1 

El derecho de acceso a la justicia o de tutela judicial efectiva, se traduce en el 
derecho público subjetivo que tienen las personas, físicas o morales, para acceder 
en los plazos y términos que fijen las leyes adjetivas, de manera expedita, a los 
tribunales competentes, para plantear o formular una pretensión motivada por un 
litigio, mediante el ejercicio de acciones que correspondan, de naturaleza civil, 
familiar, mercantil, penal, laboral, agrario, militar o de la índole que permita el 
derecho; con el fin de que a través de sendos procesos judiciales, en el que se 
respeten las formalidades esenciales del procedimiento; se decida, se resuelva y se 
ejecute la pretensión planteada. Asimismo, se incluye el derecho de ocurrir a juicio 
para oponer o plantear una defensa cuando se tenga el carácter de parte 
demandada. 

Este derecho se encuentra contenido tanto en la Constitución federal como en los 
tratados internacionales de que el Estado mexicano es parte, igual que en las 
resoluciones emitidas por la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 



El artículo 17 de la Carta Magna señala: 

Artículo 17. Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí misma, ni ejercer 
violencia para reclamar su derecho. 

Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales 
que estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen 
las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e 
imparcial. Su servicio será gratuito, quedando, en consecuencia, 
prohibidas las costas judiciales. 

Siempre que no se afecte la igualdad entre las partes, el debido proceso u otros 
derechos en los juicios o procedimientos seguidos en forma de juicio, las autoridades 
deberán privilegiar la solución del conflicto sobre los formalismos procedimentales. 

El Congreso de la Unión expedirá las leyes que regulen las acciones colectivas. Tales 
leyes determinarán las materias de aplicación, los procedimientos judiciales y los 
mecanismos de reparación del daño. Los jueces federales conocerán de forma 
exclusiva sobre estos procedimientos y mecanismos. 

Las leyes preverán mecanismos alternativos de solución de controversias. En la 
materia penal regularán su aplicación, asegurarán la reparación del daño y 
establecerán los casos en los que se requerirá supervisión judicial. 

Las sentencias que pongan fin a los procedimientos orales deberán ser explicadas 
en audiencia pública previa citación de las partes. 

Las leyes federales y locales establecerán los medios necesarios para que se 
garantice la independencia de los tribunales y la plena ejecución de sus resoluciones. 

La federación y las entidades federativas garantizarán la existencia de un servicio de 
defensoría pública de calidad para la población y asegurarán las condiciones para un 
servicio profesional de carrera para los defensores. Las percepciones de los 
defensores no podrán ser inferiores a las que correspondan a los agentes del 
Ministerio Público. 

Nadie puede ser aprisionado por deudas de carácter puramente civil. 

El artículo 25 de la Convención Interamericana de Derechos Humanos establece: 

Artículo 25. Protección judicial 2 

1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro 
recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra 
actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la 



ley o la presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas 
que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales. 

2. Los Estados parte se comprometen 

a) a garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal del 
Estado decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal recurso; 

b) a desarrollar las posibilidades de recurso judicial; y 

c) a garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión 
en que se haya estimado procedente el recurso. 

El derecho de acceso a la justicia lo podemos estudiar en tres momentos: 1. 
Previo; 2. Durante; y 3. Posterior a un juicio o procedimiento. 

1. El primer momento se traduce en el ejercicio del derecho para ocurrir ante un 
tribunal competente, y se administre justicia, motivado a su vez por una 
controversia jurídica y su correspondiente materialización a través del ejercicio de 
la acción (de carácter procesal) y el acceso a la jurisdicción (por los cuales se inicia 
un proceso, juicio o procedimiento de naturaleza formal o materialmente 
jurisdiccional); esto es, una petición dirigida a las autoridades jurisdiccionales y 
que motiva un pronunciamiento de su parte, que puede ser la admisión de la 
demanda, su improcedencia, inclusive, el cumplimiento de una prevención para 
su posterior continuidad, una vez solventada ésta. 

2. El segundo momento es de carácter materialmente jurisdiccional, 
implica el inicio del proceso, hasta la última actuación dentro de él, que 
regularmente es el dictado de una sentencia, una resolución o un laudo; etapa en 
la que debe necesariamente prevalecer y privilegiarse, el debido proceso, así 
como el cumplimiento estricto de las formalidades esenciales del 
procedimiento, debiendo considerarse dentro de tales formalidades, a las 
garantías o sub garantías de administración de justicia en los plazos y términos 
que señalen las leyes, justicia pronta, expedita, completa e imparcial, la 
prohibición de costas judiciales, la emisión de una resolución que resuelva la 
controversia, la ejecución de la sentencia o resolución judicial y el derecho a un 
recurso efectivo, sencillo, rápido y eficaz. 

3. El tercer momento para el ejercicio de la garantía de acceso a la justicia, 
posterior a un juicio, proceso o procedimiento, identificado con la eficacia de las 
resoluciones; como el derecho que tienen las partes a obtener de los 
tribunales, la adopción de las medidas que resulten imprescindibles para que los 
pronunciamientos judiciales inobservados o incumplidos por quienes estén 
obligados por ellos, puedan ser ejecutados como regla general, en sus términos; 
y de manera coactiva o forzosa, de ser necesario; con lo que se culmina el 



verdadero espíritu de la garantía de acceso a la justicia, esto es que en efecto, se 
cumplan las expectativas de los justiciables; dicho de otro modo, que 
verdaderamente haya valido la pena, ocurrir ante las autoridades en reclamo de 
justicia. 

Así lo establece la Suprema Corte de Justicia de la Nación: 

Tutela jurisdiccional efectiva y debido proceso. Cualidades de los jueces 
conforme a esos derechos fundamentales. 3 El derecho fundamental a la 
tutela jurisdiccional efectiva, como lo ha establecido la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, puede definirse como el derecho público subjetivo 
que toda persona tiene, dentro de los plazos y términos que fijen las leyes, para 
acceder de manera expedita a tribunales independientes e imparciales, a plantear 
una pretensión o a defenderse de ella, con el fin de que a través de un proceso 
en el que se respeten ciertas formalidades, se decida sobre la pretensión o la 
defensa y, en su caso, se ejecute esa decisión. Asimismo, la propia Primera Sala 
estableció que el derecho a la tutela jurisdiccional tiene tres etapas que 
corresponden a tres derechos bien definidos , que son: 1. Una previa al 
juicio, a la que le corresponde el derecho de acceso a la jurisdicción, que 
parte del derecho de acción como una especie del de petición dirigido a las 
autoridades jurisdiccionales y que motiva un pronunciamiento por su parte; 2. 
Una judicial, que va desde el inicio del procedimiento hasta la última actuación 
y a la que corresponden los derechos fundamentales del debido proceso; y 3. Una 
posterior al juicio, identificada con la eficacia de las resoluciones 
emitidas o el derecho a ejecutar la sentencia. Vinculado a este derecho 
fundamental, en específico, a la etapa judicial, el artículo 14, segundo párrafo, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece el derecho al 
debido proceso que tiene toda persona como parte sustancial de cualquier 
procedimiento de naturaleza jurisdiccional y que comprende a las denominadas 
formalidades esenciales del procedimiento, que permiten una defensa previa a la 
afectación o modificación jurídica que puede provocar el acto de autoridad y que 
son (i) la notificación del inicio del procedimiento; (ii) la oportunidad de ofrecer y 
desahogar las pruebas en que se finque la defensa; (iii) la oportunidad de alegar; 
(iv) una resolución que dirima las cuestiones debatidas; y, (v) la posibilidad de 
impugnar dicha resolución. Ahora bien, cada una de esas etapas y sus correlativos 
derechos también están relacionados con una cualidad del juzgador. La primera 
cualidad (etapa previa al juicio), es la flexibilidad, conforme a la cual, toda traba 
debida a un aspecto de índole formal o a cualquier otra circunstancia que no esté 
justificada y que ocasione una consecuencia desproporcionada deberá ser 
removida a efecto de que se dé curso al planteamiento y las partes encuentren 
una solución jurídica a sus problemas. Conforme a esta cualidad, los juzgadores 
deben distinguir entre norma rígida y norma flexible, y no supeditar la admisión 
de demandas o recursos al cumplimiento o desahogo de requerimientos 
intrascendentes, que en el mejor de los casos vulneran la prontitud de la justicia 



y, en el peor de ellos, son verdaderos intentos para evitar el conocimiento de otro 
asunto. La segunda cualidad, vinculada al juicio, es decir, a la segunda etapa del 
acceso a la justicia, que va desde la admisión de la demanda hasta el dictado de 
la sentencia, donde como se indicó, deben respetarse las citadas formalidades 
esenciales que forman el debido proceso, es la sensibilidad, pues el juzgador, sin 
dejar de ser imparcial, debe ser empático y comprender a la luz de los hechos de 
la demanda, qué es lo que quiere el actor y qué es lo que al respecto expresa el 
demandado, es decir, entender en su justa dimensión el problema jurídico cuya 
solución se pide, para de esa manera fijar correctamente la litis, suplir la queja en 
aquellos casos en los que proceda hacerlo, ordenar el desahogo oficioso de 
pruebas cuando ello sea posible y necesario para conocer la verdad, evitar vicios 
que ocasionen la reposición del procedimiento y dictar una sentencia con la 
suficiente motivación y fundamentación para no sólo cumplir con su función, sino 
convencer a las partes de la justicia del fallo y evitar en esa medida, la dilación 
que supondría la revisión de la sentencia. Con base en esa sensibilidad, debe 
pensar en la utilidad de su fallo, es decir, en sus implicaciones prácticas y no 
decidir los juicios de manera formal y dogmática bajo la presión de las partes, de 
la estadística judicial o del rezago institucional, heredado unas veces, creado otras. 
La última cualidad que debe tener el juzgador, vinculada a la tercera etapa del 
derecho de acceso a la justicia, de ejecución eficaz de la sentencia, es la severidad, 
pues agotado el proceso, declarado el derecho (concluida la jurisdicción) y 
convertida la sentencia de condena en cosa juzgada, es decir, en una entidad 
indiscutible, debe ser enérgico, de ser necesario, frente a su eventual 
contradicción por terceros. En efecto, el juzgador debe ser celoso de su fallo y 
adoptar de oficio (dado que la ejecución de sentencia es un tema de orden 
público), todas las medidas necesarias para promover el curso normal de la 
ejecución, pues en caso contrario las decisiones judiciales y los derechos que en 
las mismas se reconozcan o declaren no serían otra cosa que meras declaraciones 
de intenciones sin alcance práctico ni efectividad alguna. El juzgador debe 
entender que el debido proceso no aplica a la ejecución con la misma 
intensidad que en el juicio; que el derecho ya fue declarado; que la 
ejecución de la sentencia en sus términos es la regla y no la excepción; 
que la cosa juzgada no debe ser desconocida o ignorada bajo ninguna 
circunstancia y, en esa medida, que todas las actuaciones del condenado 
que no abonen a materializar su contenido, deben considerarse 
sospechosas y elaboradas con mala fe y, por ende, ser analizadas con 
suma cautela y desestimadas de plano cuando sea evidente que su único 
propósito es incumplir el fallo y, por último, que la normativa le provee de 
recursos jurídicos suficientes para hacer cumplir sus determinaciones, así sea 
coactivamente. 

Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. Amparo directo 
número 473/2014. Javier Héctor Benítez Vázquez, 2 de octubre de 2014. 



Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Francisco Mota Cienfuegos. Secretario: 
Karlo Iván González Camacho. 

B) De la obligación a contribuir con los gastos del Estado 

En el país, el pago de impuestos es obligatorio para toda persona física o moral que 
resida en él, la cual está plenamente establecida en la fracción IV del artículo 31 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos: 

Artículo 31. Son obligaciones de los mexicanos 

I. Ser responsables de que sus hijas, hijos o pupilos menores de dieciocho años 
concurran a las escuelas, para recibir la educación obligatoria y, en su caso, 
reciban la militar, en los términos que establezca la ley, así como participar en su 
proceso educativo, al revisar su progreso y desempeño, velando siempre por su 
bienestar y desarrollo; 

II. Asistir en los días y horas designados por el Ayuntamiento del lugar en que 
residan, para recibir instrucción cívica y militar que los mantenga aptos en el 
ejercicio de los derechos de ciudadano, diestros en el manejo de las armas, y 
conocedores de la disciplina militar. 

III. Alistarse y servir en los cuerpos de reserva, conforme a la ley, para asegurar 
y defender la independencia, el territorio, el honor, los derechos e intereses de la 
patria; y 

IV. Contribuir para los gastos públicos, así de la federación, como de los 
estados, de la Ciudad de México y del municipio en que residan, de la 
manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes. 

Es decir, de acuerdo con la Constitución, la potestad tributaria se atribuye a la 
federación, a los estados y a los municipios. Conforme a este señalamiento, los tres 
niveles de gobierno cuentan con su Ley de Ingresos y criterios específicos para 
definir con precisión los rubros de ingresos necesarios para atender sus necesidades 
de gasto. 

La creación de impuestos o rubros de ingreso deberá ser autorizada por el Congreso 
de la Unión para el caso federal y por las legislaturas locales para los estados y 
municipios, en el marco del federalismo fiscal vigente. En este contexto, se establece 
que el marco legal del sistema tributario está sustentado en la federación, los 
estados y los municipios. 

El cobro de impuestos en la federación se encuentra facultado en los siguientes 
ordenamientos: 



• Artículo 31, IV. Obligación del ciudadano de contribuir para solventar las 
necesidades del gasto público federal. 

• Artículo 73, VII. El Congreso tiene la facultad para imponer contribuciones 
necesarias para cubrir el presupuesto. 

• Artículo 73, XXIX. El Congreso tiene la facultad de establecer contribuciones 
especiales, reservadas en forma expresa a la federación. 

• Artículo 131. Es facultad exclusiva del estado de gravar y reglamentar las 
políticas tributarias de (comercio exterior). 

Por lo que se refiere a las entidades federativas, como partes integrantes de la 
federación, representadas por gobiernos autónomos, el cobro de impuestos por 
las haciendas locales se sustenta en, al menos, los siguientes ordenamientos: 

• Artículo 31, IV. Obligación del ciudadano de contribuir para el gasto público 
estatal. 

• Artículos 117 y 118. Restricciones expresas a la potestad tributaria de los estados 
en cuanto miembros de la federación. 

• Artículo 124. Las facultades que no sean expresamente de la federación se 
entienden reservadas a los estados, con la limitación de que no graven las 
materias exclusivas de la federación. 

Finalmente, por lo que toca al municipio el pago de los empréstitos municipales se 
deriva, entre otras, de las siguientes normas jurídicas: 

• Artículo 31, fracción IV. Obligación del ciudadano de contribuir para el gasto 
público municipal. 

• Artículo 115, fracción IV. Formación de la hacienda pública municipal mediante 
las contribuciones que las legislaturas establezcan a favor de los municipios y; a 
través de las contribuciones que establezcan los estados sobre propiedad 
inmobiliaria; su división, consolidación, traslación o mejora; su fraccionamiento; y 
la prestación de servicios públicos a cargo del municipio. 

La Constitución, las leyes impositivas, el Código Fiscal de la Federación y diversos 
ordenamientos establecen las bases normativas que indican la fuente, base, cuota 
o tarifa que los mexicanos deben contribuir para que el Estado pueda desarrollar sus 
funciones propias. 

II. La evasión fiscal en México 



Pese a contar con un marco jurídico muy amplio en materia tributaria, que va desde 
la Constitución General hasta ordenamientos reglamentarios, la evasión fiscal en 
nuestro país es un grave problema que impide al Estado mexicano recaudar los 
suficientes recursos para cubrir las necesidades de la sociedad. 

De acuerdo con el Servicio de Administración Tributaria (SAT), la evasión fiscal4 es 
toda acción u omisión parcial o total, tendiente a eludir, reducir o retardar el 
cumplimiento de la obligación tributaria.5 

México se mantiene entre los seis países con menos ingresos tributarios totales de 
América Latina y el Caribe: representa 17.4 por ciento del producto interno bruto 
(PIB), de acuerdo con estadísticas de la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económicos (OCDE), la Comisión Económica para América Latina y el 
Caribe (Cepal), el Banco Interamericano de Desarrollo y el Centro Interamericano 
de Administración Tributaria.6 

De acuerdo con los expertos, la recaudación mexicana se halla apenas arriba de la 
que obtiene Panamá (16.6 por ciento del producto), Perú (16.1 del PIB), Venezuela 
(14.4 del producto), República Dominicana (13.7 del PIB) y Guatemala (12.6 del 
PIB).7 

Se mantiene lejos de los ingresos tributarios promedio de América Latina y el Caribe, 
que es de 22.7 por ciento del producto, y se compara mucho más bajo de la que 
obtienen, en promedio, los países de la OCDE, que es equivalente a 34.2 del PIB, y 
no es ni la mitad de la que recaudan los líderes regionales: Cuba, con un ingreso 
tributario total de 41.7 del PIB, Barbados (32.2) y Brasil (32.2). 

En el reporte Estadísticas tributarias en América Latina y el Caribe, difundido en 
el Seminario de política fiscal de la Cepal, hacen una radiografía de la situación 
tributaria regional y evidencian que 29.3 por ciento del recaudación de América 
Latina es el impuesto al valor agregado (IVA).8 

La baja recaudación del IVA que registra México “resulta de las exenciones, la 
aplicación de una tasa cero a un gran número de bienes y servicios, una tasa 
reducida de 16 por ciento en zonas fronterizas y también un bajo nivel de 
cumplimiento”.9 

A 2002, la evasión fiscal estimada en México en el impuesto sobre la renta de las 
personas físicas con ingresos por arrendamiento es de 10 260 665 miles de pesos. 
Ello representa 0.2 por ciento del producto interno bruto. La tasa de evasión es de 
64 por ciento.10 

Considerando que la base de contribuyentes potencial fuera la resultante a partir de 
los 792 mil 377 reportados por la Encuesta Nacional de Ingreso-Gasto de los 
Hogares, levantada por el Instituto Nacional de Estadística Geografía e Informática, 



que mencionaron recibir ingresos por arrendamientos en 2002, la tasa de evasión 
sería únicamente de 12.7 por ciento para los contribuyentes que presentaron 
declaraciones al SAT.11 

Por tanto, es evidente que un componente muy importante de la evasión 
fiscal en este tipo de ingresos se debe a la no declaración de éstos . 

Un estudio sobre la evasión fiscal en México, realizado por el Instituto Belisario 
Domínguez, del Senado de la República de febrero de 2019, señala, entre otros 
aspectos: 

En los tribunales que integran el Poder Judicial de la Federación, se han dictado 
sentencias sobre temas relacionados con la evasión fiscal. 

... se puede observar que han sido 50 el número de sentencias (entre 2012 y 
2018) dictadas relacionadas con la evasión fiscal (entre 2012 y 2018), siendo un 
número relativamente pequeño, considerando que el Código Fiscal de la 
Federación le otorga a las autoridades hacendarias facultades de comprobación 
para detectar irregularidades de los contribuyentes para evitar el no pago de 
impuestos o contribuciones, aunque se nota un aumento en el número de 
sentencias en el periodo 2012 a 2018.12 

III. Contenido de la iniciativa 

La iniciativa que se presenta tiene como propósito conciliar el derecho de los 
ciudadanos a la jurisdicción efectiva plena, por un lado, y, la obligación de contribuir 
con la hacienda pública, por el otro. 

Esto, con el propósito de contribuir a lograr la estabilidad y sostenibilidad de las 
finanzas públicas de México, por lo que resulta indispensable contar con un marco 
jurídico fortalecido, que no sea un obstáculo para el pleno desarrollo del sistema 
tributario y la eficiencia recaudatoria, garantizando siempre la seguridad y justicia 
para los mexicanos, evitando así acciones de elusión y la evasión de impuestos, 
situación que ha mermado el índice recaudatorio a lo largo de la historia del país. 

Se propone establecer que quienes acudan ante la autoridad jurisdiccional, en 
ejercicio de su derecho a la jurisdicción efectiva, encuentren en todo momento las 
condiciones de igualdad jurídica entre las partes, sin ventajas indebidas para 
ninguna de ellas; y, al mismo tiempo se garantice el pago de contribuciones de los 
que obtienen rentas por el arrendamiento de sus inmuebles, y que para obtenerlo 
hacen uso de la capacidad coercitiva del Estado, utilizando las instituciones de 
impartición de justicia para ello. 

Para garantizar el ejercicio de este derecho se debe echar a andar el aparato 
burocrático del poder judicial, personal que recibe de las demandas y dan turno al 



juzgado que corresponda, actuarios y notificadores, archivistas, conciliadores, 
secretarios de acuerdo que dicten los autos, proyectistas, hasta culminar con el juez 
de la causa que emita sentencia. 

Este procedimiento conlleva un costo a cargo del Estado, toda vez que conforme a 
lo preceptuado por el párrafo segundo del artículo 17 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, el servicio de los tribunales “será gratuito, quedando, 
en consecuencia, prohibidas las costas judiciales”. 

Esta gratuidad debe entenderse como el hecho que los justiciables no pagarán por 
incoar una demanda ni por su tramitación y resolución. Paga el Estado a partir de 
las contribuciones de todos los ciudadanos. 

Es justo que se garantice que el que acude a pedir justicia, particularmente en los 
juicios en materia de arrendamiento, por la ganancia implícita que conlleva la renta 
de una finca, cuando menos a esté debidamente registrado ante la autoridad 
hacendaria, es decir, ante el SAT, para que al momento de recuperar el lucro cesante 
a que tenía derecho, deba reportar los impuestos que la ley de la materia señala. 

Para empatar el derecho a la jurisdicción plena y efectiva, con la obligación tributaria 
del gobernado, es preciso que haya equidad entre las partes. Sobre el particular, 
el artículo 3o. del Código Federal de Procedimientos Civiles señala: 

Artículo 3o. Las relaciones recíprocas de las partes, dentro del proceso, con sus 
respectivas facultades y obligaciones, así como los términos, recursos y toda clase 
de medios que este Código concede para hacer valer, los contendientes, sus 
pretensiones en el litigio, no pueden sufrir modificación, en ningún sentido, por 
virtud de leyes o estatutos relativos al modo de funcionar o de ser especial de una 
de las partes, sea actora o demandada. En todo caso, debe observarse la norma 
tutelar de la igualdad de las partes dentro del proceso , de manera tal que 
su curso fuera el mismo aunque se invirtieran los papeles de los litigantes.13 

La iniciativa que se propone adiciona el artículo 323 Bis al Código Federal de 
Procedimientos Civiles para que al inicio de la demanda, cuando se trate de 
cuestiones de arrendamiento inmobiliario, el actor, además de presentar los 
documentos en que funde la acción, deberá presentar, la constancia que acredite 
que esta dado de alta ante el SAT con esa actividad empresarial en particular. 

En caso de que no presente esta documentación, el juez de la causa lo apercibirá 
para que en un plazo de cinco días hábiles la exhiba; en caso de que no desahogue 
este requerimiento la demanda se tendrá por no presentada. 

Se impone esta obligación al actor, antes del emplazamiento, con la finalidad de 
salvaguardar la igualdad entre las partes y no se otorgue una excepción indebida al 
demandado, aduciendo la falta de entrega de recibos fiscales, lo que complicaría la 



ejecución misma de la sentencia, haciendo prácticamente nugatorio el derecho de 
acceso a jurisdicción plena y eficaz. 

Asimismo, se adiciona el artículo 406 Bis, en el capítulo de reglas generales de la 
ejecución de la sentencia, para establecer que, cuando se trate de controversias de 
arrendamiento inmobiliario, una vez ejecutada la sentencia y se haya efectuado el 
pago por parte del deudor, el juez, de oficio, notificará al SAT, sobre el monto del 
pago recibido por el actor. Evitando con ello la evasión fiscal. 

El beneficio de esta reforma radica en disminuir la evasión fiscal del Impuesto sobre 
la renta de las personas físicas con ingresos por arrendamiento inmobiliario, al 
establecer como simple requisito que aquellas personas físicas o morales que 
promuevan juicios en materia de arrendamiento inmobiliario, desde el inicio de la 
demanda, acrediten estar inscritos ante el SAT, y que al momento de ejecutar la 
sentencia, el juez, de oficio, notifique a la autoridad administrativa del monto de lo 
pagado recibido por él actor. 

Para mejor compresión de lo anterior, se presente el siguiente cuadro comparativo: 

Código Federal de Procedimientos Civiles 

 



Por las consideraciones expuestas someto a consideración de esta soberanía la 
siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto que adiciona los artículos 323 Bis y 406 Bis al Código Federal de 
Procedimientos Civiles 

Único. Se adicionan los artículos 323 Bis y 406 Bis al Código Federal de 
Procedimientos Civiles, para quedar como sigue: 

Artículo 323 Bis. Si la demanda fuere sobre arrendamiento inmobiliario, el 
actor, además de presentar los documentos en que funde la acción, a que 
se refiere el artículo anterior, deberá exhibir la constancia que acredite 
que esta dado de alta ante el Servicio de Administración Tributaria con esa 
actividad empresarial en particular. 

En caso de que no presente esta documentación, el juez le concederá un 
plazo de cinco días hábiles para que la exhiba; apercibido de que en caso 
de no hacerlo la demanda se tendrá por no presentada. 

Artículo 406 Bis. Cuando se trate de controversias de arrendamiento 
inmobiliario, una vez ejecutada la sentencia y se haya efectuado el pago 
por parte del deudor, el juez, de oficio, notificará al Servicio de 
Administración Tributaria, sobre el monto del pago recibido por el actor. 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en 
el Diario Oficial de la Federación. 

Notas 

1 http://sisbib.unmsm.edu.pe/bibvirtualdata/tesis/human/martel_c_r/titulo 2.pdf 

2 Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José), 

https://www.oas.org/dil/esp/tratados_b-32_convencion_ame 
ricana_sobre_derechos_humanos.htm 

3 Tutela jurisdiccional efectiva y debido proceso. Cualidades de los jueces conforme 
a esos derechos fundamentales, 2009343. I.3o.C.79 K (10a.). Tribunales colegiados 
de circuito. Décima época. Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 19, 
junio de 2015, página 2470, 
https://sjf.scjn.gob.mx/sjfsist/Documentos/Tesis/2009/2009343.pdf 



4 Normalmente se confunden los términos elusión con evasión. Sin embargo, 
semánticamente son distintos: el primero describe la acción de usar estrategias 
legales y vacíos en la reglamentación para gestionar una disminución en el pago de 
impuestos, por lo que esta no se considera delito. 

5 SAT, Glosario del informe tributario y de gestión. Disponible en 
http://www2.sat.gob.mx/sitio_internet/informe_tributario/itg2014t2/glos ario.pdf 

6 El Economista, Reporte de Estadísticas Tributarias en América Latina y el Caribe, 
“‘México, entre los países que menos recauda de AL’: Cepal”, 27 de marzo de 2018, 
https://www.eleconomista.com.mx/economia/Mexico-entre-los-paises-que-me nos-
recauda-de-AL-Cepal-20180327-0134.html 

7 Ídem. 

8 Ibídem. 

9 Ibídem. 

10 El Colegio de México. Evasión fiscal en el impuesto sobre la renta de personas 
físicas con ingresos por arrendamiento. David Cantalá, Alejandro Castañeda, Jaime 
Sempere. Enero de 2006, 
http://omawww.sat.gob.mx/cifras_sat/Documents/2005_eva_fis_isr_pf_ing_a 
rren.pdf 

11 Obra citada. 

12 Instituto Belisario Domínguez, Evasión fiscal en México. Cuaderno de 
investigación 55. Juan Pablo Aguirre Quezada y María Cristina Sánchez Ramírez, 
febrero de 2019, 
http://bibliodigitalibd.senado.gob.mx/bitstream/handle/123456789/4338/C 
uaderno%20de%20Investigaci%C3%B3n%2055.pdf?sequence=3&isAllowed=y 

Estas estadísticas se encuentran para consulta en la página del Consejo de la 
Judicatura Federal. Los datos concentrados en el sitio web citado corresponden al 
lapso 2012-2018. 

13 Código Federal de Procedimientos Civiles, 
http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/6.pdf 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de marzo de 2020. 
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